
Considerando que en este recurso ha de resolverse acerca de 
si cabe la inmatriculación de una finca a favor del adquirente 
de la nuda-propiedad por la vía del número 1 del articulo 296 
del Reglamento Hipotecario, y en base a la escritura en la que 
los donantes se reservaron el usufructo y el derecho de disponer 
sobre el inmueble que se pretende acceda a los libros regis- 
trales;

Considerando que el articulo 7 de la Ley Hipotecaria estable­
ce que la primera inscripción de cada finca en el Registro de 
la Propiedad sería de dominio y las dudas que pudieran surgir 
acerca de si se trata únicamente del dominio pleno de todo el 
inmueble apareoen desvanecidas en los propios textos legales en 
cuanto que en el artículo 376 del Reglamento Hipotecario se 
autoriza la inmatriculación de una finca a favor del titular de 
una cuota indivisa con independencia de que la soliciten el resto 
de los comuneros, así como también el artículo 377 del mismo 
Reglamento que permite la posibilidad de inmatricular al titular 
de sólo el dominio útil o directo del inmueble e igualmente el 
párrafo 2° del artículo 7 de la Ley y 312 del Reglamento al fa­
cultar al titular de un derecho real sobre una finca ajena el 
que pueda compeler previamente a la inmatriculación de nuda- 
propiedad a favor de su dueño para poder hacer constar a con­
tinuación el gravamen que sobre ella pesa; . '

Considerando que la circunstancia de que el derecho real 
que grava el inmueble —en este supuesto un derecho de usufruc­
to al.que se le yuxtapone una facultad de disponer no aparezca 
inscrito en los libros del Registro, si no lo solicita su titular 
por lo medios adecuados para ello, no puede suponer un obs­
táculo que impida el ingreso de una finca a favor de su legíti­
mo dueño, aun cuando se puede provocar, como ha señalado un 
sector doctrinal, una excepción al principio general contenido en 
el artículo 29 de la Ley por aparecer mencionado un derecho 
susceptible de inscripción separada e independiente, y en donde 
indudablemente la fe pública no se extenderá a esta mención ya 
que no ha de gozar de los beneficios del sistema quien no ha 
querido acogerse al mismo;

Considerando que con la finalidad de facilitar el acceso de la 
propiedad inmueble al Registro la reforma del Reglamento Hipo­
tecario de 1959 —al desarrollan: el artículo 205 de la Ley acerca 
de la inmatriculación por título público de adquisición— esta­
bleció una serie de variados medios inmatriculadores en el ar­
tículo 298 del Reglamento, entre los que destaca el señalado 
en su número 1 que permite practicar la inscripción de la finca 
siempre que el titulo público sea anterior en más de un año a la 
fecha en que se solicite la inscripción, aunque el derecho res­
pectivo no ponste en ningún otro documento, requisitos que cier­
tamente reúne la escritura calificada, por lo que puede proce­
derse a inmatricular la finca objeto de la transmisión,

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado.
Lo que con devolución del expediente original, comuni­

ca a V. E, para su conocimiento y efectos.
Madrid, 24 de mayo de 1983.—El Director general, Francisco 

Mata Pallarás.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Sevilla.

18985 RESOLUCION de 27 de mayo de 1983, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Notario 
de Pamplona don Juan García-Granero Fernández, 
contra la negativa del Registrador de la misma 
ciudad a inscribir una escritura de agrupación de 
fincas y constitución de comunidad, en virtud de 
apelación del Notario y del Registrador.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el 
Notario de esta ciudad de Pamplona, don Juan García-Granero 
Fernández contra la negativa del Registrador de dicha ciudad a 
inscribir una escritura de agrupación de fincas y constitución 
de comunidad, en virtud de apelación del Notario y del Regis­
trador;

Resultando que mediante escritura de 16 de abril de 1980, 
otorgada ante el Notario recurrente, la Compañía Mercantil 
«Anónima Vasco-Navarra de Construcción» procedió a agrupar 
a cinco locales —subterráneos y contiguos— de que era propie­
taria, los cuales forman parte de tres edificios constituidos en 
régimen de propiedad horizontal, y a constituir una comunidad 
sobre la finca agrupada;

Resultando que en la indicada escritura se hizo constar que 
las cinco fincas forman un solo y único garage, constituyendo 
una unidad económica de explotación; que la agrupación regis- 
tral formalizada se entiende sin perjuicio de que los locales 
de sótano sigan integrados en las respectivas comunidades en 
propiedad horizontal; que la agrupación realizada no afecta al 
régimen jurídico, legal o estatutario, de las tres expresadas 
comunidades en propiedad horizontal, respecto de las cuales 
tal agrupación se considerará como no realizada; y, que, en 
cuanto al régimen jurídico de la comunidad, quedaban total­
mente excluidos el derecho de tanteo y retracto de cualquier 
comunero, en caso de venta o enajenación de la cuota indivisa 
perteneciente a otro comunero, y la acción de división de la. 
comunidad ejercitada por un solo o varios comuneros, salvo 
que hubiere acuerdo unánime de quienes representen el 
100 por 100 de la propiedad de la cosa común;

Resultando que en las respectivas escrituras de declaración

de obra nueva de los tres edificios consta una cláusula que 
faculta a los propietarios actuales y futuros de los locales de 
sótanos para dividirlos, segregarías, agregarlos o agruparlos 
entre si, con otros colindantes, de la propia casa o de otra 
colindante;

Resultando que presentada primera copia de la escritura de 
agrupación de fincas y constitución de comunidad en el Registro 
de la propiedad fue calificada con nota del tenor literal si­
guiente «Denegada la inscripción de la agrupación de las cinco 
fincas urbanas que se solicita en el precedente documento, por 
los siguientes defectos: l.°, la agrupación practicada quebranta 
el principio de «unidad de edificio», que sanciona el artículo 8 
de la Ley de Propiedad Horizontal; 2.°, la finalidad v función 
de la agrupación está más próxima a una mancomunidad de uso 
de locales colindantes, que a una explotación industrial, por lo 
que tampoco cabe extender a este caso la agrupación a que 
se refiren los artículos 6, número 2 de la Ley Hipotecaria y 
44, número 4 del Reglamento Hipotecario; 3.º, la agrupación 
realizada da lugar no sólo a una nueva entidad hipotecaria, 
sino .también a un nuevo objeto de tráfico jurídico, que no se 
configura de conformidad con lo que previene el articulo 3.° 
de la Ley de Propiedad Horizontal, constituyendo una contra­
dicción en los términos afirmar que la agrupación es y no es 
al mismo tiempo; 4.°, también se opone la agrupación realizada 
a lo prescrito en el articulo 16, norma 2.ª de la Ley de Propie­
dad Horizontal, porque si bien la cuota de cada local en rela­
ción con la propiedad horizontal a que pertenece no se modifica, 
sí el número de sus propietarios; 5.° el .régimen' jurídico a que 
se sujeta la comunidad proindiviso constituida sobre la finca 
objeto del presente documento por la cláusula 3.ª, en cuanto a 
los extremos de dicho régimen que constan en los apartados II, 
1 y 2, V, 2 y XII, 1, de dicha cláusula, no puede excluir en 
términos absolutos, los derechos de tanteo y retracto de cual­
quier comunero, en caso de venta o enajenación de la cuota 
indivisa perteneciente a otro comunero, ni la aoción de división 
de comunidad ejercida por cualquiera de los comuneros, suje­
tando la disolución de la comunidad al acuerdo unánime de los 
copropietarios. Tales pactos contravienen normas de carácter 
imperativo, que sancionan los artículos 372 y 374 de la Compi­
lación del Derecho civil foral de Navarra y 400 y 1.522 del Código 
Civil como supletorios.

Estos defectos se estiman insubsanables. La presente nota 
se extiende con la conformidad de los cotitulares de este Regis­
tro, conforme previene el artículo 48S del Reglamento Hipote­
cario.—Pamplona a 15 de diciembre de 1981.—El Registrador, 
Francisco Javier Unceta (rubricado).—Firmado: Francisco Ja­
vier Unceta.—Está el sello en tinta del Registro de la Propiedad 
de Pamplona»;

Resultando que el Notario autorizante de la escritura califi­
cada interpuso recurso gubernativo, solíoitando la revocación de 
la nota transcrita, alegando: Que la agrupación practicada-no 
quebranta el principio de «unidad de edificio», yá que en las 
relaciones de cada local con la propiedad horizontal en que 
respectivamente están insertos, es como si tal agrupación no 
hubiera sido efectuada; que no parece correcto afirmar que la 
finalidad y función de la agrupación está más próxima a una 
comunidad de uso de locales, pues tal aseveración resulta des­
mentida por la misma naturaleza del garage, como conjunto 
unitario y objeto susceptible de una sola y única copropiedad; 
que tampoco cabe decir que no se aproxima a una explotación 
industrial, pues en el título se denomina al garage «unidad 
económica y jurídica de explotación y destino»; que por ello es 
erróneo deducir la inaplicabilidad de los artículos B, número 2 
de la Ley Hipotecaria y 44, número 4 del Reglamento Hipote­
cario; que el nuevo objeto jurídico oreado mediante la agrupa­
ción no tiene por qué ser configurado de conformidad con el 
artículo 3 de la Ley de Propiedad Horizontal, por tratarse de 
supuestos distintos; que se trata de una agrupación excepcional, 
figura caracterizada porque la agrupación no es plena, ya que 
no obstante la agrupación, una, varias o todas las fincas agrupa­
das no se extinguen totalmente desde el punto de vista sustan­
tivo, sino que subsisten a ciertos efectos y, asimismo, perma­
necen en el orden registral, y su folio particular anterior no 
queda del todo cerrado; que existen algunos casos frecuentes 
y característicos de agrupaciones excepcionales.—que el recu­
rrente enumera—; que la agrupación registral de garages de 
varios edificios es un supuesto típico de agrupación excepcional 
o menos plena, analizando el recurrente las consecuencias sus­
tantivas y regístrales de la calificación; que a la agrupación 
realizada no se opone a lo prescrito en el articulo 10, norma 2." 
de la Ley de Propiedad Horizontal, ya que aún admitiendo la 
conclusión deducida en la nota se llegaría al resultado de que 
siempre que el número de los propietarios de un edificio en 
propiedad horizontal fuese alterado, sería preciso obtener el 
acuerdo mayoritario de los demás condueños; que la práctica 
jurídica—notarial y registral—ha resuelto en idéntica forma 
que la escritura calificada, el problema do la agrupación de 
garages en varios edificios; que en la nota calificadora se 
olvida el sistema de fuentes propio del Derecho civil de Na­
varra, y el significado del principio jurídico «paramiento fuero 
vienza» y su vigencia en el ordenamiento jurídico navarro; que 
la comunidad, en el Derecho navarro, se rige, según la Ley 371 
de su Compilación, por el título de constitución y, en su defecto, 
por los usos y costumbres y por los disposiciones del titulo II 
del libro III, con lo que se afirma que la voluntad privada 
contenida en el titulo prevalece sobre las disposiciones de la



Compilación-, que el Fuero Nuevo contiene una amplia gama 
de distintas formas de comunidad de bi«ne? y derechos, que el 
fedatario recurrente enumera; que, junto a las comunidades 
típicas es posible la constitución de otras formas de comunidad 
(que cabría llamar atípicas) al amparo del principio de libertad 
civil, básico en el sistema jurídico navarro (leyes 7 y 8 de la 
Compilación) y del que se hace aplicación particularizada en 
materia de comunidad (Ley 371); que, por ello, basta una inte­
ligente interpretación y aplicación de las normas jurídicas para 
dar cabida a las situaciones de comunidad funcional, organi­
zada y permanente, entre las que pueden encuadrarse los lla­
mados «garages en comunidad»; que no deben confundirse co­
munidad incidental y comunidad funcional, ni comunidad por 
cuotas y comunidad pro indiviso, debiendo acertarse la distinción 
en el presente caso, entre comunidad inorgánica o transitoria 
de una parte, y comunidad organizada y duradera, de otra; 
que las diferencias esenciales residen en el destino, la duración, 
el origen, la acción de división, el retracto de comuneros y la 
organización; que, respecto de la acción de división existen 
importantes excepciones en el Derecho histórico y en el actual, 
citando como las más importantes de ellas el apartado 1° del 
articulo 401 del Código. Civil; que durante algún tiempo se en­
tendió que lo único que tal precepto impide es la división ma­
terial de la cosa, pero esta tesis ha de estimarse superada, 
6Íendo los autores más recientes, unánimes en reputar que el 
articulo 401 excluye no sólo la división material, sino incluso la 
simple división económica y jurídica mediante enajenación; que 
diversas consideraciones de orden histórico, gramatical, siste­
mático, lógico y teleológico avalan esta tesis; que entre la 
acción de división de la cosa común y la acción de retracto 
existen una evidente correlación por la identidad de su funda­
mento, y por tanto en la misma medida en que la acción de 
división resulte excluida, debo, asimismo, resultar improcedente 
él retracto de comuneros; que, finalmente, la última diferencia 
entre la «communio incidens» y la comunidad funcional reside 
en la organización, pues la primera es siempre inorgánica y la 
segunda generalmente orgánica, necesitando por sus fines y su 
estabilidad, una cierta organización, que las acerca a la socie­
dad y las perfila a modo de «comunidades sociales»; que la 
comunidad sobre garages se ha configurado en la escritura cali­
ficada como una comunidad funcional y organizada, analizando 
el fedatario recurrente las notas que determinan esta natura­
leza; .

Resultando que el Registrador de la Propiedad de Pamplona 
informó, en defensa de la nota: Que lo que se realiza es simple­
mente una agrupación, sin calificativo de plena o menos plena, 
distinción que no existe ni aparece en la legislación hipoteca­
ria; que el número 1 del articulo 44 del Reglamento Hipotecario 
permite inscribir bajo un solo número las fincas urbanas colin­
dantes que físicamente constituyan un solo edificio o casa habi­
tación; que, hecha la agrupación y puestas al margen de las 
fincas que se agrupan, las notas a que se refiere el artículo 45 
del Reglamento, el folio en que figuraban inscritas cada una 
de aquellas, queda cerrado, sin que quepa extender una nota 
al margen de las inscripciones que indique que para unos efectos 
la finca se ha agrupado pero que subsiste a ciertos efectos, 
no considerando para ellos hecha la agrupación; que no es 
viable el pretender reunir fincas no uniformes: Unas, a las que 
llama simples, con otras en las que coexiste un derecho exclu­
sivo de propiedad, con una cuota ideal y con una participación 
indivisa en todos los elementos comunes del edificio en el que 
están integradas; que, aunque es cierto que el término «explota­
ción industrial» no se emplea en la escritura no es menos cierto 
que hábilmente se trata de aproximar el supuesto de hecho al 
contemplado en los artículos 8, párrafo 2.” de la Ley Hipote­
caria. y 44 de su Reglamento en el que evidentemente no nos 
encontramos; que la pretendida agrupación crea un ruevo objeto 
de tráfico jurídico, no configurado en el articulo 3." de la Ley 
de Propiedad Horizontal: que esta agrupación ataca el principio 
de especialidad consagrado en nuestro sistema hipotecario, y 
en el orden práctico acarrea gran confusión y perturbaciones; 
que aunque el fedatario afirme que existe una práctica registral 
y notarial favorable, no es habitual esta solución al problema 
de los garages; que la agrupación realizada es contraria al 
articulo 8 de la Ley de Propiedad Horizontal, de carácter emi­
nentemente imperativo, y por tanto, la cláusula estatutaria es 
nula; que la comunidad constituida es una comunidad proindi­
viso, ordinaria de tipo romano, de origen convencional, con- un 
régimen pactado para regular las relaciones internas de tas 
condueños; que cuando las partes excluyen ciertos derechos, los 
excluyen de algo preexistente, que es precisamente una comu­
nidad proindiviso romana; que la naturaleza jurídica de la 
comunidad constituida, no se desnaturaliza por el hecho de que 
las partes la denominen comunidad funcional, organizada y per­
manente; que para dar un carácter permanente a la comunidad, 
se ha tenido que excluir del tipo ordinario de comunidad proin­
diviso el derecho de división y el de retracto, lo que origina 
el problema de los limites de la regulación convencional de esta 
figura, que el principio de libertad contractual vigente en ma­
teria de copropiedad (Ley 371 de la Compilación navarra y 
articulo 382 del Código Civil) no implica que el régimen conven­
cional no tenga límites y que se pueda derogar totalmente el 
régimen legal de dicho instituto: que el principio de libertad 
civil del Derecho - navarro, ejercido dentro del ámbito de la 
comunidad de bienes tiene como límites los establecidos en los 
capítulos primero y segundo del título II del libro II de la

Compilación; que no debe olvidarse que la copropiedad perte­
nece al ámbito de los derechos reales, donde predomina el 
interés público y un criterio generalizado de inadmisión de 
figuras atípicas-, que no cabe excluir el derecho a pedir la divi­
sión de la cosa común, porque la Ley 274 de la Compilación 
consagra tajantemente la norma de que «la comunidad proindi­
viso es en cualquier momento divisible», lo que constituye un 
principio de orden público en la doctrina jurídica histórica y 
actual, y una norma imperativa que no admite más derogación 
convencional que la expresada en la Ley 374; que cuando las 
leyes han querido excluir la acción de división en el régimen 
jurídico de ciertas comunidades, lo han dispuesto d: forma 
expresa; que no cabe excluir el derecho a ejercitar el retracto 
de comuneros, porque uno de los límites a la libertad civil 
proclamado tanto por la Compilación navarra como por el Có­
digo Civil es el que vaya en perjuicio de tercero; que los retrac­
tos legales constituyen auténticas limitaciones del dominio im­
puestas por la Ley, y que la Ley 372 de la Compilación del 
Derecho Privado Fonal de Navarra, y con respecto a actos de 
disposición de la propiedad proindiviso, deja a salvo, terminan­
temente el derecho de retracto.

Resultando que el Presidente de la Audiencia Territorial de 
Pamplona dictó auto desestimando el recurso y confirmando la 
nota, en cuanto por ella se deniega la inscripción de la agrupa­
ción, alegando análogos fundamentos a los expuestos por el 
Registrador,

Vistos los artículos 10-1,°, 392, 400. 401, 1.255 y 1.522 del 
Código Civil y las Leyes 7, 8, 10, 370 a 392, inclusive, de la 
Compilación de Derecho Civil Feral de Navarra de 1 de marzo 
de 1973; los artículos 2 y 8 de la Ley Hipotecaria; 7,*44 a 48, 
inclusive del Reglamento para su ejecución; la Ley de Propie­
dad Horizontal de 20 de julio de 1960; la sentencia del Tribunal 
Supremo de 7 de febrero de 1976 y las Resoluciones de este 
Centro de 11 de mayo de 1978 y 2 de abril de 1980;

Considerando que conviene para una mejor clarificación re­
saltar las circunstancias del supuesto de hecho que no apare­
cen reflejadas en los anteriores resultados: a), según el plan 
de reparcelación y proyecto de urbanización del polígono, los 
locales de sótano de los edificios a construir en dicho polígono 
tienen destino exclusivo o permanente de garaje; b), la totalidad 
de la construcción subterránea realizada en el referido polígono, 
constituye un sólo y único garaje con 202 plazas de aparca­
miento, más las zonas de uso común, como los pasos de manio­
bra y las dos rampas de salida, únicas y comunes a todo el 
conjunto; c) que, en el garaje —que como ya se indicó com­
prende cinco locales distintos y contiguos— algunas de las plazas 
de aparcamiento se hallan situadas «a caballo» de las teóricas 
líneas de separación entre las referidas fincas; e), el Ayunta­
miento de Pamplona, por acuerdo del Pleno, concedió la aper­
tura del total local, como un sólo y único garaje y con derecho 
de vados a la vía pública;

Considerando que la primera cuestión que plantea este re­
curso consiste en determinar si es o no inscribible la agrupación 
registral de cinco fincas urbanas subterráneas distintas que de 
hecho constituyen un só!o y único garaje, pero tres de las cuales 
son locales integrados en sendos edificios constituidos en régi­
men de propiedad horizontal;

Considerando que la Ley de Propiedad Horizontal aue supuso 
una respuesta eficaz ante la realidad de las ventas por pisos 
individualizados de un mismo edificio, no pudo plantearse, por 
tratarse de un fenómeno social posterior, la posibilidad de agru­
paciones de locales o pisos pertenecientes a diferentes edifica­
ciones, por lo que existe un vacío legal, que hay que tratar 
<Je llenar, o subsumir a través de construcciones jurídicas que 
no violenten las normas legales vigentes, y puedan en conse­
cuencia adaptarse a la vez a los principios inmobiliarios regís­
trales, sin forzólos en su esencia, y particularmente al prin­
cipio de especialidad, y dada la perentoriedad con que se pre­
senta esta realidad social, ante la ausencia de una ley que 
regule la materia, ha motivado diversas resoluciones de este 
Centro que han tratado de atender y resolver los arduos pro­
blemas que se originan en supuestos como el aquí contemplado;

Considerando que es indudable que la agrupación realizada 
constituye un todo orgánico o unitario que podría ser susceptible 
de figurar como unidad registral, si no surgen obstáculos que 
puedan oponerse a la misma, ya que en principio tanto la Ley 
Hipotecaria —articulo 8— como su Reglamento —articulo 44— 
proveen la posibilidad excepcional de agrupaciones que aún no 
reuniende los requisitos generales establecidos para este tipo 
de operación registral, en base a determinadas cicunstancias 
prácticas, se autoriza su realización;

(Smsiderando- que eñ el mismo sentido este Centro Directivo 
ha admitido la posibilidad de agrupaciones no incluidas dentro 
del contexto general en los supuestos conocidos bajo la denomi­
nación de urbanizaciones privadas, precisando la resolución de 
2 de abril de 1980 que la Ley Hipotecaria y su Reglamento 
mantienen un criterio favorable al acceso al Registro de aque­
llas unidades orgánicas integradas por diferentes fincas, siempre 
que aparezca salvaguardado el sistema y no se alteren tas prin­
cipios básicos que gobiernan la institución registral;

Considerando que característica general de todas estas agru­
paciones excepcionales, es la de que no obstante la agrupación, 
una o varias o todas las fincas agrupadas no se extinguen total­
mente desde el punto de vista sustantivo, sino que subsisten



a cierto efectos, y en el orden registral su folio particular 
anterior no queda cerrado;

Considerando que la diferencia existente entre el supuesto 
concreto de este recurso y las anteriores agrupaciones excepcio­
nales examinadas se deriva del hecho de que en estas últimas 
todas las fincas se encuentran integradas en una única y armó­
nica agrupación, mientras que en Tas primeras u¡n mismo looal 
o finca independientes forma parte a la vez de eu respectiva 
propiedad horizontal y también de la nueva finca creada por 
agrupación, dificultad que formalmente podría salvarse sin men­
gua del principio de especialidad a través de la coexistencia del 
antiguo folio registral referido al local integrado en una propie­
dad horizontal y del nuevo folio donde constará la total finca 
resultante de la agrupación;

Considerando que frente a lo señalado en el informe en de­
fensa de la nota cabe alegar: a), que la nueva finca creada por 
ser independiente de los tres edificios ya existentes divididos en 
régimen de propiedad horizontal no requiere se le dé número 
correlativo conforme al artículo 5 de la Ley de 1960, ni tampoco 
una cuota sobre el valor de los inmuebles, sin perjuicio de que 
los tres locales integrados en la nueva agrupación sigan mante­
niendo su número y cuota correspondiente en relación al edificio 
del que forma parte; b), que el hecho de que puedan ser titu­
lares de cuotas de copropiedad con derecho a utilizar las plazas 
de garaje determinadas personas ajenas a los copropietarios 
de los pisos o locales de los tres edificios citados es una situa­
ción que puede producirse en cualquier tipo de propiedad hori­
zontal con local destinado a plazas de garaje, ya que no es 
forzoso que su adquisición tenga que ir unida como anejo inse­
parable a un piso o departamento, sino que por el contrario es 
válida la cláusula que permite su adquisición a quienes no son 
copropietarios; c), que según el artículo 14 de la Ley de Propie­
dad Horizontal en los supuestos en que un apartamento o local 
pertenezca a varios propietarios proindiviso, no implica que 
cada uno de ellos pueda ejercitar su derecho de voto individual 
e independientemente de los demás, ya que entre todos han de 
designar un representante para que les asista y vote, por lo 
que al mayor número dé copropietarios no afecta a un cambio 
en el quorum para la adopción de acuerdos; d) que ni la Resolu­
ción de 22 de octubre de 1973 ni la de 6 de febrero de 1980 supo­
nen una doctrina contraria a la agrupación pretendida, ya que 
no se declaró que la división material en la primera o la agru­
pación en la segunda no pudieran realizarse, sino que tales 
operaciones regístrales no eran inscribibles por no haberse cum­
plido al realizarlas los requisitos legales;

Considerando que como se acaba de indicar en la agrupación 
realizada no hay vulneración de la norma 2.ª del artículo 16 
de la Ley de Propiedad Horizontal, ya (fue no ha aumentado el 
número de propietarios con derecho a voto, pues al no haberse 
operado ninguna división material del local, no hay creación 
de nuevos locales independientes con nuevas titulares, sino que 
con arreglo al artículo 14 de la misma Ley subsistente un único 
local con un número de copropietarios proindiviso que entre 
todos representan una sola unidad por lo que su aumento o dis­
minución es indiferente a estos efectos, pero es aue además, 
y aunque esta operación no ha tenido lugar en el título cons­
titutivo —norma de acatado cumplimiento en tanto no se modi­
fique— permite practicar en los propietarios de locales o aparta­
mentos la división material de los suyos respectivos, con lo cual 
al haberse cumplido las exigencias legales tampoco hubiera 
existido infracción del mencionado artículo 16 de la Ley;

Considerando en cuanto al defecto quinto, que la calificación 
del Registrador, la discusión y razonamientos con que ha sido 
planteado y el auto dictado por el Presidente de la Audiencia 
son en esencia los mismos, que los que han dado lugar a resolu­
ción de 18 del mes actual, por lo que procede ratificar la doc­
trina en ella contenida.

Esta Dirección General ha acordado confirmar parcialmente 
el auto apelado y revocar íntegramente la nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente original comunioo a 
V. E. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 27 de mayo de 1983.—El Director general, Francisco 
Mata Pallares.

Excmo.-Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Pamplona.

18986 RESOLUCION de 6 de junio de 1983, de la Subse­
cretaría, por la que se anuncia haber sido solicita­
da por doña María Concepción Cuervo y de Figue- 
rola-Ferretti la rehabilitación en el titulo de Con­
de de Figuerola.

Doña María de la Concepción Cuervo y de Figuerola-Ferre- 
tti ha solicitado la rehabilitación del título de Conde de Figue­
rola, concedido a don José de Figuerola y Argullol en 12 de 
enero de 1918, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artícu­
lo 4.° del Decreto de 4 de junio de 1943, se señala el plazo de 
tres meses a partir de la publicación de este edicto para que 
puedan solicitar lo conveniente los que se consideren con dere­
cho al referido título.

Madrid, 6 de junio de 1983.—El Subsecretario, Liborio Hierro 
Sánchez-Pescador.

18987 RESOLUCION de 6 de junio de 1983, de la Subse­
cretaría, por la que se anuncia haber sido solicita­
da por don Fernando Sanchiz Núñez-Robres la su­
cesión por cesión en el título de Conde de Villa- 
minaya.

Don Fernando Sanchiz Núñez-Robres ha solicitado la suce­
sión en el título de Conde de Villaminaya, por cesión de su her­
mane don Hipólito Sanchiz Núñez-Robres, lo que se anuncia 
por el plazo de treinta días a los efectos de los artículos 6 y 12 
del Real Decreto de 27 de mayo de 1912, para que puedan soli­
citar lo conveniente los que se consdieren perjudicados por la 
mencionada cesión.

Madrid, 6 de junio de 1983.—El Subsecretario, Liborio Hierro 
Sánchez-Pescador.

MINISTERIO DE DEFENSA

18988 ORDEN 111/01607/1983, de 16 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 21 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Emilio Conde Mén­
dez, Sargento de infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Emilio 
Conde Méndez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 22 de enero y 22 de marzo de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 21 de febrero de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Emilio Conde Méndez, 
representado por el Procurador señor Granados Weil, contra re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 22 de enero y 22 de 
marzo de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemen­
to de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha 
de la efectividad económica de su ascenso a Sargento, hasta la 
entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, conde­
nando a la Administración al pago de las cantidades que re­
sulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediento administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3º de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 16 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres.. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

18989 ORDEN 111/01.638/1983, de 19 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de enero de 1983, en el recurso contencioso admi­
nistrativo interpuesto por don José Ramos Beltrán, 
Sargento de la Guardia Civil, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Ramos Beltrán, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandanda, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de 12 de marzo de 1978 y 8 de abril de 
1979, se ha dictado sentencia con fecha 20 de enero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:


